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DICTAMEN 
 
I 

ANTECEDENTES DE HECHO 
 

El día 8 de septiembre de 2010 tuvo entrada en este Consejo Consultivo 
la solicitud de dictamen preceptivo sobre el expediente relativo al anteproyecto 
de ley de Integración de los Inmigrantes en la Sociedad de Castilla y León.  

 
Examinada la solicitud y admitida a trámite con fecha 8 de septiembre de 

2010, se procedió a darle entrada en el registro específico de expedientes del 
Consejo con el número de referencia 1.051/2010, iniciándose el cómputo del 
plazo para la emisión del dictamen, tal como dispone el artículo 53 del 
Reglamento Orgánico del Consejo Consultivo de Castilla y León, aprobado por 
el Decreto 102/2003, de 11 de septiembre. Turnado por el Sr. Presidente del 
Consejo, correspondió su ponencia a los Consejeros Srs. Amilivia González y 
Pérez Solano. 
 

Primero.- El anteproyecto. 
 

El anteproyecto de ley consta de una exposición de motivos, cuarenta y 
siete artículos agrupados en un título preliminar y tres títulos, una disposición 
derogatoria y tres disposiciones finales. 
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La exposición de motivos describe el contenido del anteproyecto y pone 
de manifiesto las competencias y objetivos pretendidos. En ella se indica que el 
anteproyecto de ley sometido a dictamen tiene por objeto dar cumplimiento a 
lo dispuesto en el artículo 70.1.12º del Estatuto de Autonomía de Castilla y 
León, en el que se contempla como competencia exclusiva la regulación del 
régimen de acogida e integración económica, social y cultural de los 
inmigrantes en la sociedad de Castilla y León.  

 
 El anteproyecto se estructura del siguiente modo: 
 

Título Preliminar. Disposiciones generales (artículos 1 a 3). 
 
Título I. Desarrollo de los derechos y deberes de los inmigrantes 

(artículos 4 a 32). 
 

Capítulo I. Derechos de los inmigrantes para su integración 
(artículos 5 a 22). 

 
Sección I. Participación (artículos 7 y 8). 
 
Sección II. Buena administración (artículos 9 a 12). 
 
Sección III. Derechos sociales (artículos 13 a 20). 
 
Sección IV. Derechos culturales (artículos 21 a 22). 

 
Capítulo II. Corresponsabilidad de las personas inmigrantes 

(artículos 23 a 32). 
 
Título II. Instrumentos de integración (artículos 33 a 40). 
 
Título III. Órganos de la Administración General de la Comunidad 

de Castilla y León competentes en la política de inmigración (artículos 41 a 47). 
 
Disposición derogatoria. Derogación normativa. 
 
Disposición final primera. Habilitación competencial. 
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Disposición final segunda. Habilitación para el desarrollo 
normativo. 

 
Disposición final tercera. Entrada en vigor. 
 

 Segundo.- El expediente remitido. 
 

En el expediente que acompaña al anteproyecto de ley, además de un 
índice de los documentos que lo conforman y diversos borradores previos del 
anteproyecto figuran, entre otros, los siguientes: 

 
1.- Un informe jurídico realizado por el “Grupo de Estudios 

Jurídicos sobre Inmigración en Castilla y León” (GEJICYL).  
 
2.- Estudio sobre la normativa de integración de inmigrantes en 

España. 
 
3.- Informe-propuesta de 22 de enero de 2009, dirigido a la 

Comisión Delegada de Asuntos Económicos, por el que se pone en 
conocimiento el anteproyecto de ley con carácter previo a su tramitación. 
 

4.- Informe de la Comisión Delegada de Asuntos Económicos de 
20 de febrero de 2009. 

 
 5.- Orden de la Consejería de Interior y Justicia por la que se 

acuerda iniciar el procedimiento de elaboración de una ley de Integración de los 
Inmigrantes en la Sociedad de Castilla y León 

 
 6.- Cuestionario y “modelo de entrevista en profundidad”, 

enviados a los agentes implicados en la inmigración en la Comunidad Autónoma 
de Castilla y León (fechado en marzo de 2009). 
 
 7.- Borradores del anteproyecto de ley, con sus alternativas 
comentadas, versiones de marzo y de abril de 2009. 
 
 8.- Informe del proceso de participación de los distintos agentes 
relacionados con la inmigración en Castilla y León (fechado en mayo de 2009). 
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 9.- Orden del día del Foro Regional para la Integración Social de 
los Inmigrantes, reunido el 26 de mayo de 2009. 
 
 10.- Borrador del anteproyecto ley fechado el 5 de junio de 2009. 
Corresponde al texto que se somete a alegaciones. 
 
 11.- Alegaciones realizadas por las diferentes Consejerías, e 
informes de la Dirección General de Políticas Migratorias y Cooperación al 
Desarrollo de la Consejería de Interior y Justicia, en respuesta a cada una de 
las observaciones realizadas, en el que se valoran las aportaciones al texto. 
 
 12.- Informe de la Dirección General de Presupuestos y Fondos 
Comunitarios de 13 de julio de 2009. 
 
 13.- Orden del día de la reunión de 13 de enero de 2010 del Foro 
Regional para la Integración Social de los inmigrantes. 
 
 14.- Informe de la Dirección de los Servicios Jurídicos de 4 de 
mayo de 2010. 
 
 15.- Informe emitido por el Consejo Económico y Social el 29 de 
junio de 2010. Informe de la Dirección General de Políticas Migratorias y 
Cooperación al Desarrollo de la Consejería de Interior y Justicia, en el que se 
valoran las observaciones realizadas. 
 
 16.- Memoria del anteproyecto. 
 
 17.- Informe de la Secretaria General de Interior y Justicia sobre 
el anteproyecto de ley. 

 
 18.- Anteproyecto de ley sometido a dictamen del Consejo 

Consultivo fechado en julio de 2010. 
 
 
En tal estado de tramitación, se dispuso la remisión del expediente al 

Consejo Consultivo de Castilla y León para que emitiera dictamen. 
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II 
CONSIDERACIONES JURÍDICAS 

 
1ª.- Competencia del Consejo Consultivo de Castilla y León. 

 
El artículo 33 del Estatuto de Autonomía de Castilla y León prevé que el 

Consejo Consultivo de Castilla y León es el superior órgano consultivo de la 
Junta y de la Administración de la Comunidad y encomienda al legislador 
autonómico la regulación de su composición y competencias. 

 
El Consejo Consultivo de Castilla y León dictamina en el presente 

expediente con carácter preceptivo, de conformidad con lo previsto en el 
artículo 4.1.c) de la Ley 1/2002, de 9 de abril, reguladora del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, y corresponde al Pleno emitir el dictamen según 
lo establecido en el artículo 19.2. 
 

2ª.- Contenido del expediente. 
 
El artículo 51.1 del Reglamento Orgánico del Consejo Consultivo, 

aprobado por el Decreto 102/2003, de 11 de septiembre, dispone que las 
solicitudes de dictamen deberán incluir toda la documentación y antecedentes 
necesarios para dictaminar sobre las cuestiones consultadas, así como el 
borrador, proyecto o propuesta de resolución. A la documentación y 
antecedentes se acompañará un índice numerado de documentos. 
 

Para el supuesto de los anteproyectos de ley, ha de considerarse 
documentación necesaria la exigida por el artículo 75.3 de la Ley 3/2001, de 3 
de julio, del Gobierno y de la Administración de la Comunidad de Castilla y León 
(recientemente modificado por el artículo 1.Tres del Decreto-Ley 3/2009, de 23 
de diciembre, de Medidas de Impulso de las Actividades de Servicios en Castilla 
y León). Conforme a dicho precepto, el anteproyecto, cuya elaboración se 
iniciará en la Consejería competente por razón de la materia, deberá ir 
acompañado de una Memoria en la que se incluirán: 
 

 a) Estudio del marco normativo en el que pretende incorporarse, 
con expresión de las disposiciones afectadas y la tabla de vigencias. 

 
 b) Informes y estudios sobre su necesidad y oportunidad. 
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 c) Estudio económico, con referencia al coste a que dará lugar, en 
su caso, así como a su financiación. 
 

 d) La expresión de haber dado el trámite de audiencia -cuando 
fuere preciso- y efectuado las consultas preceptivas. 
 

e) Informe motivado de las razones imperiosas de interés general 
que determinen el efecto desestimatorio del silencio administrativo. 
 

f) De establecerse un régimen de autorización para el acceso o 
ejercicio de una actividad de servicios, motivación suficiente sobre la 
concurrencia de las condiciones de no discriminación, necesidad y 
proporcionalidad, así como, en su caso, de la concurrencia de estas mismas 
condiciones en relación con los requisitos previstos en el artículo 11.1 o en el 
artículo 12.2, ambos de la Ley sobre el acceso a las actividades de servicios y 
su ejercicio. 

 
La ley citada exige, además, que el anteproyecto se envíe a las restantes 

Consejerías para su estudio, se informe por los servicios jurídicos de la 
Comunidad y se someta, con carácter previo a su aprobación por la Junta de 
Castilla y León, al examen de los órganos consultivos cuya consulta sea 
preceptiva. 

 
Respecto al procedimiento de elaboración de la norma, en el presente 

caso, como ha quedado reflejado en los antecedentes de hecho y se acredita 
con la documentación enviada, se ha dado cumplimiento a los siguientes 
trámites: 

 
 - El anteproyecto de ley ha sido objeto de examen por las 

Consejerías, las cuales han tenido ocasión de formular diversas alegaciones y 
observaciones al mismo. Debe destacarse que la Dirección General de Políticas 
Migratorias y Cooperación al Desarrollo de la Consejería de Interior y Justicia ha 
tenido el loable esfuerzo de contestar y valorar individualmente cada 
observación realizada. 

 
 - Obra también incorporado al expediente el informe preceptivo de 

la Dirección de los Servicios Jurídicos, tal como exigen la citada Ley 3/2001, de 
3 de julio, el artículo 4.2.a de la Ley 6/2003, de 3 de abril, de Asistencia Jurídica 
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a la Comunidad de Castilla y León, y el artículo 2.5º.A.c del Decreto 17/1996, 
de 1 de febrero, de organización y funcionamiento de los Servicios Jurídicos de 
la Comunidad de Castilla y León.  

 
 - Se ha emitido el informe preceptivo por la Dirección General de 

Presupuestos y Fondos Comunitarios de la Consejería de Hacienda, conforme 
exige el artículo 76.2 de la Ley 2/2006, de 3 de mayo, de la Hacienda y del 
Sector Público de la Comunidad de Castilla y León, en relación con la 
disposición adicional décima de la Ley 18/2008, de 22 de diciembre, de 
Presupuestos Generales de la Comunidad de Castilla y León para 2009, vigente 
en el momento de la emisión del informe.  

 
 - El Consejo Económico y Social de Castilla y León ha informado el 

anteproyecto, de acuerdo con lo establecido en el artículo 3.1.a de la Ley 
13/1990, de 28 de noviembre, del Consejo Económico y Social. 

 
Figura en la documentación remitida la Memoria del anteproyecto, en la 

que se recogen los aspectos exigidos por el artículo 75.3 de la Ley 3/2001, de 3 
de julio. 

 
Por otra parte es preciso indicar que son numerosos los Servicios de 

Normativa de Consejerías que alegan que no tienen nada que señalar, 
circunstancia que obliga a recordar el Dictamen 2.096/2003, de 10 de julio, del 
Consejo de Estado, en el que se señala que “se advierte una mala práctica 
administrativa consistente en elaborar informes aparentemente rutinarios (…) 
que terminan con la escueta expresión `no hay observaciones que formular´.”. 
Este Órgano Consultivo ya ha manifestado con anterioridad (Dictamen 
257/2006, de 8 de junio) que “esta práctica puede privar de esenciales 
elementos de juicio”, por lo que habría sido conveniente que en el estudio 
previo del texto proyectado hubieran colaborado todos los agentes consultados, 
al tratarse de un filtro esencial, tanto desde el punto de vista técnico-jurídico, 
como de oportunidad. Esta observación es llamativa cuando el Título I del 
anteproyecto afecta a prácticamente todas los ámbitos competenciales 
directamente ligados a materias propias de su competencia.  

 
Sin perjuicio de las observaciones efectuadas, cabe concluir, a la vista de 

la documentación analizada, que el anteproyecto de ley ha sido tramitado, en 
esencia, cumpliendo lo previsto en la normativa de aplicación descrita. 
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 3ª.- Competencia de la Comunidad de Castilla y León.  
 

 El artículo 13.1 de la Constitución establece que “Los extranjeros gozarán 
en España de las libertades públicas que garantiza el presente Título en los 
términos que establezcan los tratados y la ley”. Por otro lado el artículo 
149.1.2ª dispone que el Estado tiene competencia exclusiva sobre 
“nacionalidad, inmigración, emigración, extranjería y derecho de asilo”.  
 
 Según la disposición adicional 1ª del anteproyecto la norma se dicta al 
amparo de lo previsto en los artículos 148.1.3ª, 17ª, 19ª, 20ª,21ª y 149.1.7ª 
de la Constitución Española y de los artículos 4, 5.1, 10, 11, 12, 13, 15, 16 
(apartados 3, 5, 13, 14, 17, 23 y 24), 32.1, 70.1 (apartados 2º, 6º, 10º, 11º, 
12º, 31º y 33º) 71.1.17º, 73, 74, y 76 (apartados 1º, 2º y 4º) del Estatuto de 
Autonomía de Castilla y León. 
 
 En concreto, el artículo 10 del Estatuto de Autonomía de Castilla y León, 
titulado “Derechos de los extranjeros”, establece:  
 

“1. En el marco de la Constitución y de la legislación estatal 
aplicable, los derechos que el presente Estatuto reconoce a los ciudadanos de 
Castilla y León se extenderán a los extranjeros con vecindad administrativa en 
la Comunidad en los términos que establezcan las leyes que los desarrollen. 

 
»2. Los poderes públicos de la Comunidad promoverán la 

integración social, económica, laboral y cultural de los inmigrantes en la 
sociedad de Castilla y León”. 
 
 Para garantizar la eficacia de este mandato estatutario, el artículo 
70.1.12º del Estatuto de Autonomía configura, como una competencia exclusiva 
de la Comunidad de Castilla y León, la regulación del régimen de acogida e 
integración económica, social y cultural de los inmigrantes en la sociedad de 
Castilla y León. 
 
 La normativa estatal básica en materia de inmigración está constituida 
principalmente por la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, que regula los 
derechos y libertades de los Extranjeros en España y su integración social. En 
concreto, el artículo 2 ter, introducido por Ley Orgánica 2/2009, de 11 de 
diciembre, está dedicado a la integración de los inmigrantes. 
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 Es de destacar también el Real Decreto 2.393/2004, de 30 de diciembre, 
por el que se aprueba el Reglamento de la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de 
enero, sobre derechos y libertades de los extranjeros en España y su 
integración social, así como el Real Decreto 240/2007 de 16 de febrero sobre 
entrada, libre circulación y residencia en España de ciudadanos de la Unión 
Europea y de otros Estados parte del Acuerdo sobre el Espacio Económico 
Europeo. 
 
 En este ámbito, el artículo 3.1 de la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de 
enero, dispone que “Los extranjeros gozarán en España de los derechos y 
libertades reconocidos en el Título I de la Constitución en los términos 
establecidos en los Tratados internacionales, en esta Ley y en las que regulen 
el ejercicio de cada uno de ellos. Como criterio interpretativo general, se 
entenderá que los extranjeros ejercitan los derechos que les reconoce esta Ley 
en condiciones de igualdad con los españoles”. 
 
 Por su parte, el artículo 2 bis indica que la política inmigratoria 
corresponde al Gobierno, sin perjuicio de las competencias que puedan ser 
asumidas por las Comunidades Autónomas y por las Entidades Locales; el 
apartado 2 establece los principios generales del ejercicio de las competencias 
sobre inmigración. 
 
 El artículo 2 ter de la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, establece los 
objetivos generales aplicables a la integración de los inmigrantes en los 
siguientes términos:  
  

“1. Los poderes públicos promoverán la plena integración de los 
extranjeros en la sociedad española, en un marco de convivencia de 
identidades y culturas diversas sin más límite que el respeto a la Constitución y 
la ley. 

 
»2. Las Administraciones Públicas incorporarán el objetivo de la 

integración entre inmigrantes y sociedad receptora, con carácter transversal a 
todas las políticas y servicios públicos, promoviendo la participación económica, 
social, cultural y política de las personas inmigrantes, en los términos previstos 
en la Constitución, en los Estatutos de Autonomía y en las demás leyes, en 
condiciones de igualdad de trato. 
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»Especialmente, procurarán, mediante acciones formativas, el 
conocimiento y respeto de los valores constitucionales y estatutarios de España, 
de los valores de la Unión Europea, así como de los derechos humanos, las 
libertades públicas, la democracia, la tolerancia y la igualdad entre mujeres y 
hombres, y desarrollarán medidas específicas para favorecer la incorporación al 
sistema educativo, garantizando en todo caso la escolarización en la edad 
obligatoria, el aprendizaje del conjunto de lenguas oficiales, y el acceso al 
empleo como factores esenciales de integración (…). 
 
 Por otro lado, como recuerda la exposición de motivos del presente 
anteproyecto, debe tenerse en cuenta en toda regulación sobre inmigración y 
extranjería las directrices marcadas por la Unión Europea en relación con la 
inmigración. En concreto la Directiva 2003/109/CE, relativa al Estatuto de los 
nacionales de terceros países residentes de larga duración; la Decisión del 
Consejo de Ministros de Justicia y Asuntos de Interior en Bruselas de 19 de 
noviembre de 2004, y la Comunicación de la Comisión (2005) denominada 
“Programa Común para la Integración-Marco para la integración de los 
nacionales de terceros países en la Unión Europea”. 
 

Por último, en el ámbito local, las Entidades Locales asumen 
competencias para regular el estatuto jurídico de los inmigrantes residentes, en 
cuanto gocen de la vecindad administrativa, de conformidad con el artículo 18.1 
de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local, 
que plasma el estatuto jurídico del vecino. 

 
 Además de la regulación específica sobre la inmigración y extranjería hay 
que hacer referencia a la transversalidad de las políticas públicas en la materia. 
Así, numerosas normas sectoriales contienen disposiciones directamente 
aplicables a los inmigrantes por su condición de tales. Esta situación jurídica se 
pone de manifiesto claramente cuando la disposición adicional primera del 
anteproyecto de la norma enumera el amplio amparo normativo del texto. 

 
4ª.- Observaciones al texto del anteproyecto. 
 

 Consideraciones generales. 
 
a) Gran parte del Título I es puramente declarativo y no añade nada a la 

regulación del régimen de integración de los inmigrantes plasmado en los 
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planes de inmigración y en las normas sectoriales específicas, lo que crea 
confusión ante la existencia de una pluralidad de diferentes regímenes. 

 
La competencia exclusiva del estado sobre nacionalidad y extranjería 

prevista en el 149.1.2 de la Constitución y la competencia autonómica prevista 
en el artículo 70.1.12º del Estatuto de Autonomía de esta Comunidad, sobre la 
regulación del régimen de acogida e integración económica, social y cultural de 
los inmigrantes en la sociedad de Castilla y León, concurren sobre una 
pluralidad de ámbitos y materias. 

 
Por ello, para determinar el estatuto jurídico del extranjero debe 

identificarse el alcance y la eficacia de los conceptos de “vecindad 
administrativa” y “residente” ya sea legal o irregular, conceptos que no siempre 
son utilizados con precisión (artículo 18.1 del anteproyecto). 

 
Como ha señalado nuestro Tribunal Constitucional en su Sentencia 

236/2007, de 7 de noviembre, la expresión extranjeros residentes equivale a la 
obtención de la autorización administrativa de estancia o residencia en España 
(“se encuentren en España y sean titulares de una autorización para residir”). 
Por otro lado, existen extranjeros, con autorización legal para permanecer en 
España o no, empadronados en un municipio y que ostentan, por tal 
circunstancia, la condición de vecinos y por ello cuentan con vecindad 
administrativa (artículo 15 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las 
Bases del Régimen Local). Debe tenerse presente que la vecindad 
administrativa, que deviene de la inscripción en un padrón, es independiente de 
la situación legal o irregular en España, e independiente de la estancia o de la 
permanencia más o menos larga en la Comunidad.  

 
Existen extranjeros -independientemente de su presencia física-, no 

residentes y no empadronados en ningún municipio, por voluntad propia o por 
no contar con la documentación que exige el artículo 15 de la Ley 7/1985, de 2 
de abril, es decir, por carecer de “domicilio habitual” o no contar con un 
“número de identificación” que le permita acceder al padrón municipal. Este 
supuesto supone, sin duda, el que mayor desprotección jurídica representa para 
el colectivo de extranjeros en nuestra Comunidad Autónoma, pues ni gozan de 
la condición de residentes, ni están empadronados, por lo que su estatuto 
jurídico no queda amparado por el ámbito subjetivo del anteproyecto, aunque 
de hecho estos “transeúntes” reciban prestaciones a cargo de la Comunidad 
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(servicios sociales básicos o la asistencia sanitaria urgente por enfermedad 
grave o accidente). 
 

En el otro extremo se encuentran los extranjeros residentes y 
empadronados, es decir, residentes con vecindad administrativa, que cuentan 
con autorización legal para permanecer en España, los cuales “tienen todos los 
derechos establecidos por tal concepto en la legislación de bases de régimen 
local” (artículo 6.2 de la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, sobre derechos y 
libertades de los extranjeros en España y su integración social). 
 

Desde un punto de vista jurídico-administrativo, el conjunto de derechos 
de los inmigrantes en nuestra Comunidad Autónoma se deriva de la vecindad 
administrativa en la Comunidad (artículo 10.1 del Estatuto de Autonomía), 
situación jurídica que se alcanza a través de su inscripción en el padrón 
municipal de alguno de los municipios que se integran en nuestra Comunidad 
Autónoma. 
 

Se configura así al padrón como un registro administrativo que sirve para 
acreditar la residencia efectiva a todos los efectos administrativos y para ejercer 
los derechos que otorga la legislación local, es decir, para otorgar el estatuto 
del vecino, previsto en el artículo 18. 1 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, que 
genera un principio de prueba de la residencia habitual y del domicilio y que, en 
definitiva, determina el concepto de residencia habitual (Sentencia del Tribunal 
Supremo de fecha 15 de noviembre de 1991). 

 
Por todo ello, puesto que los inmigrantes pueden empadronarse aunque 

no tengan permiso de estancia o residencia en España, es decir, aunque estén 
en situación no legal desde un punto de vista administrativo, el presente 
anteproyecto debe tener presente que, al vincular el reconocimiento de 
derechos sociales a la vecindad administrativa, extiende dichos derechos a 
aquel último tipo de inmigrantes. 
 

b) Los inmigrantes, desde su llegada, necesitan tener información sobre 
gran variedad de aspectos, algunos de ellos imprescindibles para desarrollar su 
vida cotidiana y lograr su plena integración. Entre estos aspectos, cabe destacar 
el carácter indispensable de saber, básicamente, lo que afecta a sus derechos y 
deberes, por lo que necesitan de información concreta y asequible, no de 
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manifestaciones generales de carácter abstracto, obvias por otro lado (en 
particular en el artículo 23), como las contenidas en la presente norma. 

 
Debe tenerse presente que la mayoría de las previsiones contenidas en 

los artículos del título I del anteproyecto están contenidas en las 
correspondientes normas sustantivas, aplicables por contar en algunos casos, 
con una referencia expresa a los extranjeros, o simplemente por aplicación del 
artículo 10 del Estatuto de Autonomía, y será la aplicación de la norma material 
la que dará sentido y contenido a la previsión concreta de este anteproyecto. 

 
Además, existe una pluralidad de regímenes (estatales, autonómicos y 

locales) a los que el presente anteproyecto se remite de forma continua. Ello 
sucede, entre otros preceptos, con los artículos 13, 15, 16 y 19.3, del 
anteproyecto, que refieren la legislación básica (la Ley Orgánica 4/2000, de 11 
de enero). Igualmente existen multitud de preceptos declarativos que exigen 
una remisión a regímenes sectoriales. 

 
En cuanto a los derechos recogidos en el Capítulo I del Título I, ha de 

subrayarse que el artículo 10 del Estatuto de Autonomía de Castilla y León, 
titulado “Derechos de los extranjeros”, establece que los derechos que el 
presente Estatuto reconoce a los ciudadanos de Castilla y León se extenderán a 
los extranjeros con vecindad administrativa en la Comunidad en los términos 
que establezcan las leyes que los desarrollen. 

 
A la vista de la dicción del artículo 10.1 del Estatuto de Autonomía, así 

como del artículo 6.2 de la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, la 
determinación de los derechos de los extranjeros residentes y empadronados 
en alguno de los municipios ubicados en el ámbito territorial de Castilla y León, 
es igual al resto de los vecinos de nacionalidad española, ya que “tienen todos 
los derechos establecidos por tal concepto en la legislación de bases de 
régimen local, pudiendo ser oídos en los asuntos que les afecten de acuerdo 
con lo que dispongan los reglamentos de aplicación” (artículo 6.2 de la Ley 
Orgánica 4/2000, de 11 de enero). 

 
En este sentido el artículo 3.1 de la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de 

enero, señala que “Los extranjeros gozarán en España de los derechos y 
libertades reconocidos en el Título l de la Constitución en los términos 
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establecidos en los Tratados internacionales, en esta Ley y en las que regulen 
el ejercicio de cada uno de ellos”. 

 
De acuerdo con la legislación básica del Estado sobre la materia y la 

normativa autonómica vigente, son pocos los derechos sociales que, desde un 
punto de vista formal, no se extienden a los inmigrantes con vecindad 
administrativa en Castilla y León.  

 
c) Problema diferente es el de los deberes recogidos en el capítulo II del 

título I del anteproyecto, titulado “corresponsabilidad de las personas 
inmigrantes”. El artículo 15 del Estatuto de Autonomía establece una serie 
deberes para los ciudadanos de Castilla y León, esencialmente coincidentes con 
los comprendidos en el capítulo II del Título I (contribuir al sostenimiento del 
gasto público de acuerdo con su capacidad económica; conservar y proteger el 
medio ambiente y hacer un uso responsable de los recursos naturales; 
colaborar en las situaciones de catástrofes y emergencia; respetar, cuidar y 
proteger el patrimonio cultural, etc.). No obstante hay que puntualizar que, a 
tenor del artículo 7 del Estatuto de Autonomía, tienen la condición política de 
ciudadanos de Castilla y León “los españoles” que, de acuerdo con las leyes del 
Estado, tengan vecindad administrativa en cualquiera de los municipios 
integrados en el territorio de la Comunidad. Por ello, quedan fuera del ámbito 
subjetivo de esta previsión estatutaria los inmigrantes. 

 
La reflexión, que resulta oportuna hacer en este punto y que merece un 

detenido análisis, es si conviene recoger en una norma autonómica derechos y 
deberes a los inmigrantes -aunque sean establecidos en términos tan 
generales- a modo de estatuto jurídico. 
 
 Para responder a la pregunta no ha de perderse de vista que todo 
proceso de integración es bidireccional. La adaptación también afecta a la 
población receptora, que ha de aceptar, de forma natural, los cambios que la 
inmigración provoca en su sociedad. Las ayudas económicas y otras medidas 
compensatorias dirigidas a facilitar la integración de los inmigrantes, en muchas 
ocasiones se perciben por la población autóctona de forma negativa, como una 
discriminación, o como una disminución de las ayudas destinadas a los 
“nacionales”, lo que en ocasiones condiciona la actividad pública. Por otro lado 
los inmigrantes pueden sentir rechazo o discriminación cuando comprueban en 
la norma que tienen deberes concretos, mientras que, a salvo el Estatuto, no 
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existe una norma autonómica expresa que enumere estos deberes, o al menos 
con un carácter tan taxativo para los ciudadanos autóctonos (“no inmigrantes”), 
fundamentalmente porque, como se ha señalado, cada deber está plasmado en 
la correspondiente norma sustantiva.  

 
La opinión del extenso informe realizado por el “Grupo de Estudios 

Jurídicos sobre Inmigración en Castilla y León”, que forma parte del expediente 
administrativo, es desfavorable a la inclusión de este tipo de disposiciones. Así 
la conclusión cuarta señala: “Es importante que la población autóctona no 
valore las acciones que se realizan a favor de la inmigración como privilegios 
otorgados a los extranjeros, por cuanto ello podría acentuar los prejuicios y 
favorecer actitudes la segregación y xenofobia. El hecho de que las medidas 
específicas a favor de los inmigrantes estén insertas dentro del articulado de 
leyes autonómicas generales, contribuye a difuminar esa errónea percepción y 
a evitar la idea de discriminación positiva (…). 

 
»(…) 5. En suma, indudablemente, como se ha puesto 

repetidamente de relieve en el Informe que se presenta, son necesarias 
políticas públicas dirigidas a facilitar el disfrute, por parte de los inmigrantes, de 
los derechos sociales que las distintas leyes sectoriales les reconocen, pero no 
se considera conveniente, de acuerdo con todas las razones expuestas, elaborar 
una Ley ad hoc sobre la materia”. 
 

d) Por otro lado, debe destacarse que la norma olvida a las Entidades 
Locales -únicamente prevé medidas de coordinación- y parece que su 
destinatario es únicamente la Administración Autonómica. 
 

Como pone de relieve el Plan Integral de Inmigración en Castilla y León 
2005-2009, la Administración Local es la que ejerce un papel más importante 
en la integración socio laboral del inmigrante: El municipio es el marco de la 
convivencia civil y son las instituciones locales las que cuentan con una 
inmediata proximidad a los colectivos y al ciudadano en particular. 

 
En este ámbito, las Entidades Locales asumen competencias para regular 

el estatuto jurídico de los inmigrantes residentes, en cuanto gocen de la 
vecindad administrativa (artículo 18.1 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, 
Reguladora de las Bases del Régimen Local). 
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Cada localidad, en especial las que cuentan con capacidad de gestión, 
debe enfocar el proceso de integración de manera diferente, con los medios y 
posibilidades más adecuadas y adaptadas a la realidad sobre la que pretenden 
proyectarse, y esta ley debería colaborar en esta tarea. La integración entraña, 
en sí misma, un proceso complejo que debe tener en cuenta las características 
de la sociedad de acogida y su estructura organizativa, por lo que no pueden 
simplificarse las soluciones con respuestas unilaterales, idénticas o asequibles 
por su comodidad para todos los municipios, ni pretender implantar políticas 
uniformes. 
 

El vecino extranjero, con permiso de residencia legal en España, no tiene 
menos derechos (con excepción de los derechos políticos, debido a los límites 
que impone la propia Constitución) que cualquier otra persona que ostente la 
vecindad administrativa. Respecto de los extranjeros sin autorización para 
residir legalmente en España pero empadronados, las autoridades autonómicas 
y locales tienen un importante margen discrecional en la decisión sobre los 
derechos que se han de extender a este colectivo, siempre con los límites 
previos que marque la legislación estatal.  

 
El “Grupo de Estudios Jurídicos sobre Inmigración en Castilla y León” 

incluye entre sus propuestas la siguiente: 
 

“La normativa autonómica sobre acceso de los extranjeros a los 
derechos sociales debería tener en cuenta la virtualidad del padrón a la hora de 
determinar la vecindad civil, vecindad a la que quedaría supeditada la 
prestación de esos derechos sociales por uno u otro municipio. 

 
»Por esa razón sería preciso que en tal normativa, que siempre 

sería complementaria de la citada en este estudio, se subsanen los errores o 
lagunas puestos de relieve en esta última. 

 
»Así conviene prever en la ley autonómica, sobre todo, criterios 

que permitan unificar la diversidad de criterios que aplican los Ayuntamientos a 
la hora de proceder a la inscripción y baja de los extranjeros en el padrón. Y 
ello en aras de garantizar la seguridad jurídica, como principio constitucional 
que las Administraciones Públicas tienen la obligación de preservar, 
especialmente teniendo en cuenta que el padrón actúa como puerta de entrada 
de los inmigrantes a algunos derechos fundamentales. Puerta  de  entrada que 
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-para evitar el aumento del riesgo de exclusión social en que ya se sitúan estas 
personas- debería tratar de mantenerse lo más abierta posible”. 
 

A continuación el grupo de expertos presenta en su informe una serie de 
iniciativas dentro de las competencias de las Entidades Locales, para la futura 
ley de integración de inmigrantes, iniciativas lamentablemente obviadas en su 
totalidad, pese a la indiscutible categoría de sus autores, dado que nunca 
formaron parte de un borrador.  

 
 Exposición de motivos. 
 

Respecto a la exposición de motivos ha de recordarse que esta parte 
expositiva ha de facilitar, con la adecuada concisión, la comprensión del 
objetivo de la norma, aludir a sus antecedentes y al título competencial en cuyo 
ejercicio se dicta y ayudar a advertir las innovaciones que introduce, con la 
aclaración de su contenido, si ello es preciso, para la comprensión del texto. 

 
Como ha indicado el Consejo de Estado (Dictamen 4.078/1996, de 5 de 

diciembre), el preámbulo “puede cumplir una importante función en la 
motivación del ejercicio de una potestad discrecional como es la reglamentaria, 
y puede contribuir además al control judicial de los reglamentos que resulta del 
art. 106.1 de la Constitución, en especial, desde la perspectiva del principio de 
interdicción de la arbitrariedad de los poderes públicos consagrado en el art. 
9.3 de la Constitución”. 

 
Los preámbulos de las disposiciones generales, cualquiera que sea su 

calificación, si bien carecen de valor normativo, son elementos a tener en 
cuenta en la interpretación de las leyes por el valor que a tal efecto tienen, 
según advierte el artículo 3 del Código Civil (Sentencias del Tribunal 
Constitucional 36/1981 y 150/1990). Así, la parte expositiva debe ser expresiva 
y ha de contribuir a poner de relieve el espíritu y la finalidad de la disposición 
respecto a cuanto se regula en su texto articulado para su mejor interpretación 
y subsiguiente aplicación. 

 
Asimismo, en el Acuerdo del Consejo de Ministros de 22 de julio de 2005, 

por el que se aprueban las directrices de técnica normativa, se señala que “la 
parte expositiva de la disposición cumplirá la función de describir su contenido, 
indicando su objeto y finalidad, sus antecedentes y las competencias y 
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habilitaciones en cuyo ejercicio se dicta. Si es preciso, resumirá sucintamente el 
contenido de la disposición, a fin de lograr una mejor comprensión del texto, 
pero no contendrá partes del texto del articulado. Se evitarán las exhortaciones, 
las declaraciones didácticas o laudatorias u otras análogas (…)”. Además, en los 
proyectos de real decreto deberán destacarse en la parte expositiva los 
aspectos más relevantes de la tramitación: consultas efectuadas, principales 
informes evacuados y, en particular, la audiencia o informe de las Comunidades 
Autónomas y entidades locales. 

 
Sentado lo anterior, este Consejo Consultivo considera que debería 

realizarse una mención a las competencias de las Entidades Locales ya que el 
punto de partida del régimen jurídico de la presente norma es la vecindad 
administrativa, situación jurídica que proviene de la inscripción en un padrón.  

 
Por último, se recomienda sustituir, al inicio de la exposición de motivos, 

la expresión “en línea con España” por “como en el resto de España”, o similar. 
  
Título preliminar.- Disposiciones generales. 
 

 Artículo 1.- Ámbito Objetivo. 
 
 Este precepto, con el que se da comienzo a la ley cuyo anteproyecto se 
examina, dispone que ésta tiene por objeto “regular la aplicación efectiva de los 
derechos y deberes de los inmigrantes con vecindad administrativa en la 
Comunidad de Castilla y León, en el ámbito de competencias de ésta”, además 
de “formular los instrumentos por los que los poderes públicos promoverán su 
integración social, económica, laboral y cultural en la sociedad de Castilla y 
León”. 
 
 En el marco de las competencias que corresponden a la Comunidad de 
Castilla y León y, en concreto, de la competencia exclusiva relativa al “Régimen 
de acogida e integración económica, social y cultural de los inmigrantes”, el 
ámbito subjetivo de la norma que se examina se proyecta, de acuerdo con su 
artículo 2, sobre los inmigrantes y no sobre los extranjeros, que son “los que 
carezcan de la nacionalidad española”, al amparo de la citada Ley Orgánica 
4/2000, de 11 de enero. 
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 Así, el conjunto de derechos de los inmigrantes en Castilla y León, al 
amparo del artículo 10.1 del Estatuto de Autonomía, se deriva de la 
circunstancia de la “vecindad administrativa”, que de acuerdo con el artículo 15 
de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases del Régimen Local, se 
adquiere por la inscripción en el padrón. 
 
 Por otro lado, el artículo 6.2 de la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, 
establece que “Los extranjeros residentes, empadronados en un municipio, 
tienen todos los derechos establecidos por tal concepto en la legislación de 
bases de régimen local”. 
 

De esta forma, como ya se ha señalado, los extranjeros que se 
encuentran en Castilla y León pueden tener la consideración de residentes y 
empadronados, de no residentes pero empadronados o de no residentes y no 
empadronados en un municipio de la Comunidad, por lo que al no exigirse al 
extranjero en la legislación de régimen local encontrarse en situación de 
residencia de ningún tipo para inscribirse en el padrón, en el anteproyecto de 
ley que se examina se está regulando la aplicación efectiva de los derechos y 
deberes de los inmigrantes encuadrables en las dos primeras categorías. 

 
No obstante, el anteproyecto se refiere en algunos artículos a derechos 

tales como el acceso a los servicios sociales o a la asistencia sanitaria, cuyo 
reconocimiento, en alguna de sus facetas, como son los servicios sociales 
básicos o la asistencia sanitaria urgente por enfermedad grave o accidente, no 
se encuentra vinculado al cumplimiento del requisito del empadronamiento.  

 
Por ello, en orden a evitar situaciones de confusión y favorecer un mejor 

entendimiento de cuáles son los derechos de los inmigrantes que se encuentren 
en la Comunidad, hubiera resultado más adecuado establecer una garantía 
general de todos los derechos, acompañada de un mandato a los poderes 
públicos de la Comunidad de Castilla y León para la realización de las 
actuaciones y la adopción de las medidas necesarias a fin de lograr su plena 
efectividad, con remisión en su caso a las normas estatales y al resto de 
disposiciones aplicables, en lugar de la reproducción que se efectúa en el 
anteproyecto de derechos de los inmigrantes, ya suficientemente reconocidos y 
regulados en otras normas jurídicas. 
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Por otro lado y al margen de esta consideración, en lo que respecta a la 
redacción del artículo, la expresión “promoverán su integración social (…) en la 
sociedad de Castilla y León” se considera una redundancia. 

 
Artículo 2 - Ámbito subjetivo. .
 
Este artículo define en su apartado 1 el término “inmigrante” a los 

efectos de la ley a través de la concurrencia de dos circunstancias. Así, son 
inmigrantes las personas que, sin tener la ciudadanía de la Unión Europea, 
migren a la Comunidad de Castilla y León y adquieran en ella la vecindad 
administrativa. 

 
El párrafo segundo de este apartado prevé la extensión de las medidas 

comprendidas en los planes y programas que se aprueben en desarrollo de la 
ley a personas que se encuentren empadronadas en algún municipio de la 
Comunidad “en quienes no concurran las circunstancias de ciudadanía 
señaladas en el párrafo anterior”. 

 
Este Consejo Consultivo considera que la redacción del apartado en este 

punto no resulta clara, puesto que podría entenderse que se está haciendo 
referencia a personas en quienes concurre la circunstancia de ser ciudadano de 
la Unión Europea y también a personas empadronadas en un municipio de la 
Comunidad que no sean ciudadanos de la Unión Europea. 

 
La inclusión de ambos supuestos en este apartado genera cierta 

confusión. 
 
Así, si se entiende que esta extensión de medidas se encuentra 

concebida para ciudadanos de la Unión Europea empadronados en algún 
municipio de la Comunidad, no hubiera resultado necesaria su mención 
expresa, al estar comprendida esta posibilidad en la previsión del apartado 3 
del precepto. 

 
Si por el contrario prima la segunda interpretación, no se encuentra 

diferencia alguna con el ámbito subjetivo de la ley contenido en el párrafo 
primero mediante la definición del término inmigrante. 
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Artículo 3 - Principios rectores. .

.

 
Este precepto establece los principios rectores a los que ha de ajustarse 

la actuación de los poderes públicos de la Comunidad de Castilla y León.  
 
Cabe señalar en este ámbito que no resulta correcta en la letra d) la 

expresión “Garantía del principio de igualdad de trato entre los inmigrantes 
respecto a los ciudadanos castellanos y leoneses”, por lo que debe suprimirse la 
frase “respecto a” y añadir en su lugar la conjunción “y”. 

Tampoco debería emplearse el término “estipulan” al final de esta letra, 
puesto que el verbo “estipular”, según la definición contenida en el Diccionario de 
la Real Academia Española de la Lengua, significa “Convenir, concertar, acordar”. 
Así, en la medida en que en el anteproyecto de ley que se examina no se 
convienen, conciertan o acuerdan condiciones para ejercicio de derechos, sino 
que se establecen o determinan, ha de corregirse la redacción del precepto. 

Por otro lado, en la letra f) no se entiende el significado de la expresión 
“igual dignidad de todas las personas”. Debería sustituirse por “dignidad de los 
inmigrantes” al estar recogida la “Garantía del principio de igualdad de trato” en 
la letra d). Asimismo y en relación con el concepto de interculturalidad, debería 
añadirse la expresión “con respeto al ordenamiento vigente”. 

Por último, en la letra g) debería utilizarse la expresión “Promoción del 
respeto” en lugar de “Promover el respeto”, de manera coherente con el resto 
de apartados del precepto. 

Título I.- Desarrollo de los derechos y deberes de los inmigrantes. 

Artículo 4 - Garantía y Finalidad. 

El apartado 2 dispone que “Los poderes públicos de la Comunidad de 
Castilla y León, así como sus entidades dependientes, promoverán cuantas 
actuaciones y medidas resulten necesarias para hacer efectivos estos derechos 
y deberes e incorporar plenamente a las personas inmigrantes a la vida social, 
económica, laboral y cultural de Castilla y León”. 

Este Consejo Consultivo considera que debería suprimirse el apartado 2 
del precepto, ya que no aporta nada al contenido de la ley y supone la 
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reiteración de un mandato contenido en muchos otros artículos del 
anteproyecto de ley sometido a dictamen. 

Capítulo I.- Derechos de los inmigrantes para su integración. 

En este capítulo se contemplan los derechos de los inmigrantes para su 
integración y se prevén para ello el “derecho a integrarse en la sociedad 
castellana y leonesa” en el artículo 5 y el “derecho a conocer la lengua oficial” 
en el artículo 6. 

 
Este Consejo Consultivo considera al respecto que carece de sentido 

contemplar el “derecho a integrarse” del inmigrante como un derecho “para su 
integración”, puesto que no se trata de un mismo objeto de derecho. 

 
Además, no se considera que “el derecho a conocer la lengua oficial” del 

artículo 6 sea como tal un derecho, sino a lo sumo un deber, tal y como se 
recoge en el artículo 3 de la Constitución Española, que dispone que “El 
castellano es la lengua española oficial del estado. Todos los españoles tienen 
el deber de conocerla y el derecho a usarla”.  

 
Sección I.- Participación. 
 
Artículo 8.- Petición. 
 
Este artículo dispone que los poderes públicos de la Comunidad de 

Castilla y León facilitarán a las “personas inmigrantes” el derecho a formular 
peticiones en relación con los asuntos que sean de su competencia. 

 
Este derecho se encuentra regulado en la Ley Orgánica 4/2001, de 12 de 

noviembre, reguladora del Derecho de Petición, cuyo artículo 1 establece que 
“Toda persona natural o jurídica, prescindiendo de su nacionalidad, puede 
ejercer el derecho de petición, individual o colectivamente, en los términos y 
con los efectos establecidos por la presente Ley y sin que de su ejercicio pueda 
derivarse perjuicio alguno para el peticionario” 

 
Ahora bien, el artículo 2 del anteproyecto de ley que se examina 

establece que “A los efectos de esta ley son inmigrantes las personas que no 
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teniendo la ciudadanía de la Unión Europea migren a la Comunidad de Castilla y 
León y adquieran en ella la vecindad administrativa”. 

 
A la vista de que el artículo 1 de la Ley Orgánica 4/2001, de 12 de 

noviembre se refiere a “Toda persona natural o jurídica, prescindiendo de su 
nacionalidad” y no establece ningún tipo de distinción por razón de vecindad 
administrativa, se considera que, o bien debería modificarse la redacción del 
precepto o bien suprimirse, en tanto que no aporta nada al deber general de 
los poderes públicos de facilitar el ejercicio de los derechos que se infiere de la 
Constitución Española, el Estatuto de Autonomía así como del propio 
anteproyecto sometido a dictamen. 

 
Sección II.- Buena Administración. 
 
En esta sección se contemplan una serie de derechos como los de 

“acceso a la información”, “tratamiento imparcial y objetivo”, “buen 
funcionamiento de la Administración Pública” y “formulación de quejas”, 
derechos que no son sino una reproducción de los contenidos en el artículo 12 
del Estatuto de Autonomía de Castilla y León. 

 
Por ello, resultaría suficiente efectuar un reconocimiento genérico a los 

inmigrantes de los derechos contenidos en el artículo 12 del citado Estatuto, en 
condiciones de igualdad respecto a los ciudadanos castellanos y leoneses. 

 
Sección III.- Derechos sociales. 
 
Artículo 15.- Acceso a los servicios sociales. 
 
En el apartado 5 resultaría suficiente la referencia a “los menores 

extranjeros”, sin que sea necesaria la introducción del inciso “a las”. No obstante, 
de mantenerse, debería hacerse referencia también a las “menores extranjeras”. 

 
El apartado 6 de este artículo dispone que “Se favorecerá la plena 

integración e igualdad efectiva de trato y oportunidades de las mujeres 
inmigrantes en la sociedad de Castilla y León. 

 
Aunque el contenido del precepto resulta adecuado con la finalidad de la 

ley, no parece que el artículo destinado a regular el “acceso a los servicios 
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sociales” sea el lugar más idóneo para contemplar esta previsión, que no 
guarda excesiva relación con los servicios sociales, sino que tiene un carácter 
trasversal que la hace merecedora de encuadrarse en el artículo 3.  

 
Artículo 16.- Acceso al empleo. 
 
Este artículo señala en su apartado 1 que “Los poderes públicos de la 

Comunidad de Castilla y León fomentarán el ejercicio de la actividad económica 
por cuenta propia o ajena de los inmigrantes, de acuerdo con lo dispuesto en la 
Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero y en la legislación laboral vigente (…)”.  

 
En el apartado 2 se indica que “Se facilitará a las personas inmigrantes el 

derecho a acceder a los programas de información, de formación profesional, 
de ocupación, de orientación y de intermediación laboral y demás actuaciones 
formativas y de fomento del empleo, en los términos de la normativa aplicable, 
en la forma y condiciones que el Servicio Público de Empleo de Castilla y León 
establezca”. 

 
El artículo 10.1 de la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, dispone que 

“Los extranjeros residentes que reúnan los requisitos previstos en esta Ley 
Orgánica y en las disposiciones que la desarrollen tienen derecho a ejercer una 
actividad remunerada por cuenta propia o ajena, así como a acceder al sistema 
de la Seguridad Social, de conformidad con la legislación vigente”. 

 
Es evidente la importancia del trabajo como factor clave en la integración 

del inmigrante, dado que el “motivo laboral” es una de las principales causas de 
la inmigración. No obstante, el artículo que se comenta no añade nada, dada la 
competencia del Estado en materia de legislación laboral a la que se remite el 
apartado 1, y porque los mecanismos utilizados para la inserción laboral y 
defensa de los derechos de los inmigrantes, previstos en el apartado 2 del 
anteproyecto, son los mismos que para cualquier otro colectivo. 

 
Artículo 17.- Movimiento asociativo y sindical. 
 
Al igual que los artículos anteriores, éste contiene una obligación de 

impulso: “Los poderes públicos de la Comunidad de Castilla y León promoverán 
las condiciones que permitan hacer efectivo para los inmigrantes el pleno 
ejercicio de sus derechos de asociación, sindicación y afiliación (…), en los 
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términos y condiciones que regulan el ejercicio de estos derechos para todos 
los ciudadanos”. 

 
El artículo 8 de la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, determina que 

todos los extranjeros tienen el derecho de asociación en las mismas condiciones 
que los españoles. Por su parte el artículo 11 establece que los extranjeros 
tienen derecho a sindicarse libremente o a afiliarse a una organización 
profesional, en las mismas condiciones que los trabajadores españoles.  

 
Por ello, este artículo no añade nada, sólo un deber de promoción en 

abstracto; deber por otro lado aplicable a los españoles, dado que la Ley 
Orgánica 4/2000, de 11 de enero, se refiere en cada caso a “las mismas 
condiciones que los trabajadores españoles”, por lo que, en principio, el 
contenido de los derechos previsto en el presente artículo es igual que para 
cualquier otro colectivo. 

 
Artículo 18.- Acceso a la vivienda. 
 
El apartado 1 del artículo 18 señala que “Los poderes públicos de la 

Comunidad Castilla y León garantizarán a los ‘inmigrantes residentes de larga 
duración’ el derecho a solicitar y recibir cualquier tipo de ayuda oficialmente 
convocada para acceder a una vivienda en régimen de compra o alquiler, en las 
mismas condiciones y con los mismos requisitos que el resto de ciudadanos de 
Castilla y León (…)”. Por su parte el apartado 2 se refiere a la promoción del 
acceso a la vivienda. 

 
Sin embargo, la Ley 9/2010, de 30 de agosto, del derecho a la vivienda 

de la Comunidad de Castilla y León, establece en su artículo 5.2 que “A los 
inmigrantes que residan ‘legalmente’ en la Comunidad de Castilla y León les 
serán de aplicación los derechos y obligaciones previstos en la presente Ley en 
la adquisición, arrendamiento y uso de una vivienda”.  

 
El artículo 13 de la Ley Orgánica 4/2000, por su parte dispone que “Los 

extranjeros residentes tienen derecho a acceder a los sistemas públicos de 
ayudas en materia de vivienda en los términos que establezcan las Leyes y las 
Administraciones competentes. En todo caso, los extranjeros residentes de 
larga duración tienen derecho a dichas ayudas en las mismas condiciones que 
los españoles”. 
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El término “inmigrantes residentes de larga duración” del artículo 18 del 
anteproyecto, -sujetos que pueden recibir ayudas para el acceso a la vivienda-, 
no es exactamente coincidente con el concepto de “residente legal”, previsto en 
el artículo 5.2 de la Ley 9/2010, de 30 de agosto, -persona que puede acceder 
a la adquisición, arrendamiento y uso de una vivienda protegida-.  

 
No deja de ser paradójico que para un mismo ámbito -la promoción del 

derecho al acceso a la vivienda- el legislador haya previsto tales matices para 
situaciones jurídicas semejantes. 

 
Por ello, debe modificarse la redacción del artículo 18.2 del anteproyecto, 

que va referido al acceso a la vivienda y añadir el término “residente legal” en 
la Comunidad, para hacer compatible su redacción con el artículo 5.2 de la 
referida Ley 9/2010, de 30 de agosto. En caso contrario, por seguridad jurídica 
debería modificarse la redacción del artículo 5.2 de la referida Ley 9/2010, de 
30 de agosto, recientemente aprobada, para diferenciar claramente que para el 
acceso a la vivienda protegida se exige ser “residente legal”, y para recibir las 
ayudas oficialmente convocadas para acceder a una vivienda debe tratarse de 
un “inmigrantes residentes de larga duración”. 

 
Esta observación tiene carácter sustantivo y deberá ser atendida para 

que resulte procedente el empleo de la fórmula “de acuerdo con el dictamen 
del Consejo Consultivo de Castilla y León”. 

 
Artículo 19.- Reagrupación familiar. 
 
Establece este precepto que los poderes públicos procurarán la 

aplicación efectiva del derecho a la vida en familia que tienen los inmigrantes 
residentes, que pueden solicitar y obtener la reagrupación de sus familiares en 
los términos y condiciones que establezca la legislación específica sobre la 
materia. Además de ello “promoverán el ejercicio de este derecho entre los 
inmigrantes que cumplan los requisitos establecidos en la ley básica estatal, 
removiendo los obstáculos que dificulten su ejercicio mediante la adopción de 
las medidas que resulten oportunas”. 

 
El régimen de la reagrupación familiar se encuentra regulado en el 

capítulo II de la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero. Se reconoce como un 
derecho absoluto, ejercitable mediante la acreditación del vínculo familiar y la 
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determinación de los familiares reagrupables. No obstante, la normativa es 
calificada por la doctrina como rígida, y se ha ido endureciendo formalmente 
para evitar que sea una forma de entrada usual de un elevado contingente de 
inmigrantes (padres, abuelos y menores, no trabajadores), especialmente 
desfavorecidos. Por ello, deberán tenerse presentes las consecuencias y destino 
de las medidas de promoción, para que sean proporcionadas. 

 
Capítulo II.- Corresponsabilidad de las personas inmigrantes. 
 
El artículo 23, titulado “Respeto a las leyes y reglamentos”, determina 

que “Las personas inmigrantes ejercerán sus derechos y cumplirán sus deberes 
con pleno respeto a las normas que los regulen”.  
 
 La disposición parece obvia, porque “los ciudadanos y los poderes 
públicos están sujetos a la Constitución y al resto del ordenamiento jurídico” 
(artículo 9.1 de la Constitución).  
 
 Cualquier persona debe ejercer sus derechos de conformidad con la 
norma que los crea y respetar todo el ordenamiento jurídico, por lo que el 
recordatorio realizado a los inmigrantes resulta especialmente llamativo.  
  
 El ámbito espacial de validez de una norma, como regla general, no está 
determinado por el origen personal. La aplicación del principio de territorialidad 
de las normas parece no tener complicación alguna: la Comunidad aplica sus 
disposiciones dentro de su territorio y cada norma establece sus propios 
preceptos imperativos y dispositivos, sin que exista un precepto con un 
mandato general de cumplir todas las normas en abstracto. Por ello debería 
suprimirse el artículo 23. 
 

Otro problema diferente, analizado en las consideraciones generales, es 
si conviene recoger en una norma autonómica los deberes de los inmigrantes, 
aunque sea en términos tan generales, a modo de estatuto jurídico. 

 
Artículo 27.- Escolarización. 
 
El artículo establece la obligación de los inmigrantes con menores a su 

cargo de escolarizarlos en el sistema de enseñanza básica obligatorio. Por su 
parte, en el apartado 2 se establece que los inmigrantes escolarizados deben 
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respetar las normas de convivencia y programa educativo de los centros de 
enseñanza. 

Todos los extranjeros menores de 18 años, independientemente de su 
situación legal o administrativa, tienen derecho a la educación (artículo 9 de la 
Ley Orgánica 4/2000) en su más amplio sentido. En esta materia no existen 
diferencias de trato entre nacionales y extranjeros.  

Artículo 28.- Ejercicio de la actividad laboral o profesional. 

 

El precepto determina que “Los inmigrantes, titulares de la autorización 
administrativa correspondiente, tienen el deber de ejercer y realizar la actividad 
económica por cuenta propia o por cuenta ajena que desarrollen, de acuerdo a 
la legislación laboral vigente, en las mismas condiciones que los ciudadanos de 
Castilla y León”.  

El artículo 10.1 de la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, determina 
que los extranjeros residentes que reúnan los requisitos previstos en esta Ley 
Orgánica y en las disposiciones que la desarrollen tienen derecho a ejercer una 
actividad remunerada por cuenta propia o ajena, así como a acceder al sistema 
de la Seguridad Social, de conformidad con la legislación vigente. 

Por ello, al contar el Estado con la competencia exclusiva en materia de 
legislación laboral (artículo 149.1.7ª de la Constitución), el precepto, al margen 
de tener un contenido obvio, carece de amparo competencial; por tanto, podría 
suprimirse. 

Artículo 30.- Respeto al medio ambiente y a los recursos 
naturales. Artículo 31.- Colaboración en situaciones de emergencia y
catástrofe. 

Debe eliminarse el pie de página aclaratorio de los artículos 31 y 32 del 
anteproyecto.  

Título II.- Instrumentos de integración. 

Artículo 33.- Planes y programas. 

Debe corregirse la redacción del apartado 3 de este precepto, dado que 
la enumeración que en él se contiene se realiza en minúsculas y con guiones. 
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Es conveniente que el estilo de redacción y composición sea uniforme en todo 
texto. 

 
Artículo 36.- Promoción de la integración. 
 
El artículo prevé que los poderes públicos de Castilla y León promoverán 

“la concienciación de la sociedad castellana y leonesa en los valores y principios 
inspiradores de esta ley mediante campañas de publicidad que sensibilicen, 
difundan e informen sobre el fenómeno migratorio, favoreciendo la integración 
de los inmigrantes en esta Comunidad”. 

 
El apartado 2 señala que “(…) promoverán y fomentarán entre los 

inmigrantes el ejercicio de su derecho de asociación, que favorezca su 
integración social, en defensa y promoción de sus derechos (…)”. 

 
Debe recordarse que el artículo 17 del anteproyecto tiene un objeto 

semejante: “Los poderes públicos de la Comunidad de Castilla y León 
promoverán las condiciones que permitan hacer efectivo para los inmigrantes el 
pleno ejercicio de sus derechos de asociación, sindicación y afiliación en 
asociaciones, organizaciones sin ánimo de lucro (…)”. 

 
Por ello este Consejo Consultivo recomienda modificar el apartado 2 para 

darle una redacción que muestre las diferencias entre los artículos, o unificar el 
contenido de los artículos 17 y 35.2  

 
Por otro lado, el apartado 3 indica que para la promoción de la 

integración “(…) podrán establecerse mecanismos de cooperación y 
colaboración, al amparo de la normativa específica aplicable, entre la 
Administración de la Comunidad de Castilla y León, las Entidades Locales y las 
asociaciones y entidades sin ánimo de lucro que trabajan por la integración de 
las personas inmigrantes”. 

 
El término “podrán establecerse” hace que el apartado 3 no tenga 

contenido habilitante alguno. Aunque la presente norma no determinara nada al 
respecto, las Administraciones y las entidades sin ánimo de lucro pueden 
cooperar y colaborar en esta materia; de hecho lo hacen, cumpliendo “la 
normativa específica aplicable”.  
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Artículo 39.- Mediación intercultural. 
 
El apartado 1 indica que “Los poderes públicos de Castilla y León 

fomentarán la actividad de enlaces o mediadores interculturales entre ellos y el 
colectivo inmigrante así como entre los grupos de inmigrantes y cualquier otro 
colectivo”. 

 
Por su parte, el apartado 2 señala que “En ningún caso este mandato 

implicará la obligación de creación de órganos o puestos de mediación 
intercultural en el sector público”. Esta referencia debe eliminarse porque del 
apartado 1 no se desprende, por forzada que sea la interpretación, que se 
vayan a crear puestos de trabajo en el sector público para esa tarea.  

 
Título III.- Órganos de la Administración General de la Comunidad 

de Castilla y León competentes en la política de inmigración. 
 
Artículo 42.- La Consejer a competente en materia de inmigración  í .
 
El artículo contiene las atribuciones de la Consejería competente en 

materia de inmigración. Entre ellas enumera “a)La elaboración y la elevación, a 
la Junta de Castilla y León, de la propuesta de plan estratégico de inmigración 
de Castilla y León”; y “c) El desarrollo de la acción de gobierno, sin perjuicio de 
las competencias atribuidas a la Junta de Castilla y León, en materia de 
inmigración y la dirección de los programas, proyectos y acciones de la 
Comunidad de Castilla y León en materia de inmigración”. 

 
Debe tenerse presente que la atribución designada con la letra c) es más 

general y engloba la identificada con la letra a). Por ello se sugiere que la 
identificada como “desarrollo de la acción de gobierno (…)” pase a identificarse 
con la letra a). 

 
 La Resolución de 28 de julio de 2005, por la que se da publicidad al 
Acuerdo del Consejo de Ministros de 22 de julio de 2005, por el que se aprueban 
las Directrices de técnica normativa, señala en el apartado I a).2 que, como regla 
general, en la redacción de las disposiciones se mantendrá el orden siguiente: “a) 
de lo general a lo particular; b) de lo abstracto a lo concreto; (…).”. 
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Por otro lado debe eliminarse la división en apartados y el numero 1, 
dado que en el artículo hay un apartado único. 

 
Artículo 43.- Comisión interconsejerías para el seguimiento de 

la planificación en materia de inmigración. 
 
El artículo crea un nuevo órgano colegiado del que, según el apartado 2, 

formarán parte “los Órganos directivos centrales de la Administración General 
de la Comunidad de Castilla y León y Organismos Autónomos implicados en la 
extensión de las políticas de inmigración, que se determinen 
reglamentariamente”.  

 
Lógicamente formarán parte los titulares de los órganos directivos o 

quienes los sustituyan, no los órganos directivos. 
 
Por otro lado, debe vigilarse el uso de las mayúsculas. Si el nombre del 

nuevo órgano es la “Comisión Interconsejerías para la Inmigración”, esta 
denominación debe constar con mayúsculas, a diferencia de la palabra 
“órganos” (apartado 2), que debe estar en minúscula. 

 
Artículo 46.- Comisiones provinciales de inmigración. 
 
En el apartado 1 del artículo se determina que “En el ámbito provincial, 

podrán crearse comisiones de inmigración en el seno de las Delegaciones 
Territoriales de la Administración de la Comunidad de Castilla y León”. 

 
El término “podrán crearse” hace que el apartado no tenga contenido 

alguno. Aunque la presente norma no determinara nada al respecto, podrían 
crearse cumpliendo con la Ley 3/2001, de 3 de julio, del Gobierno y de la 
Administración de la Comunidad de Castilla y León. 

 
Por otro lado, además de destacar la falta de contenido normativo del 

artículo, debe subrayarse la indeterminación de la naturaleza de las comisiones 
de inmigración. Se desconoce sus posibles atribuciones, sus fines y objetivos, 
su posible adscripción administrativa, la composición etc.  

 
Por todo ello debe completarse el contenido del presente artículo. 
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Disposición derogatoria.  

Esta disposición prevé una derogación tácita al amparo del artículo 1.2 
del Código Civil, fórmula que entraña graves riesgos en la práctica en relación 
con el principio, constitucionalmente reconocido, de la seguridad jurídica, 
máxime en una materia en la que la dispersión y complejidad normativa es ya 
de por sí de difícil aprehensión e interpretación en su conjunto. 

La aplicación de una buena técnica normativa obligaría a recoger tablas 
de vigencia y derogación expresa de los preceptos, a fin de llevar a cabo una 
interpretación y ordenación que facilite su integración con el resto del 
ordenamiento jurídico. 

5ª.- Consideraciones de técnica normativa. 

Resulta obligado hacer una referencia general a la conveniencia de 
aplicar en la elaboración de las normas unos criterios uniformes de técnica 
legislativa, pues ello ha de redundar en beneficio de la claridad de los textos 
legales y de su mejor comprensión por los ciudadanos, en general, y por los 
operadores jurídicos, en particular. 

En este sentido, quizá fuera aconsejable seguir el ejemplo que 
proporciona la Administración del Estado, en cuyo ámbito existen unas 
directrices sobre técnica normativa, aprobadas por el Acuerdo del Consejo de 
Ministros de 22 de julio de 2005, y en el documento elaborado por la Dirección 
General del Secretariado de la Junta y Relaciones Institucionales de la entonces 
Consejería de Presidencia y Administración Territorial, de normalización de 
expedientes tramitados ante órganos colegiados de gobierno. 

 Sería recomendable que se realizase una última revisión del texto de la 
norma proyectada, a fin de dotar a ésta de una correcta puntuación y de 
corregir los errores tipográficos advertidos.  

 
 

III 
CONCLUSIONES 

En mérito a lo expuesto, el Consejo Consultivo de Castilla y León 
informa:  
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Atendida la observación realizada al artículo 18, sin lo cual no resultará 
procedente el empleo de la fórmula “de acuerdo con el dictamen del Consejo 
Consultivo de Castilla y León”, y consideradas las restantes, puede elevarse a la 
Junta de Castilla y León, para su aprobación, el anteproyecto de ley por la que 
se regula la de Integración de los Inmigrantes en la Sociedad de Castilla y 
León. 

 
 No obstante, V.E. resolverá lo que estime más acertado. 
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